Radicación: 66001-22-04-000-2018-00216-00

Accionante: Dora Ibeth Echeverry Hinestroza  

Accionado: Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira y otros
Decisión: Niega por improcedente 

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / CAUSALES DE PROCEDENCIA / TUTELA CONTRA DECISIONES SOBRE INCIDENTES DE DESACATO / CARÁCTER EXCEPCIONAL / REQUISITOS.

“(…) todo pronunciamiento de fondo por parte del juez de tutela respecto de la eventual afectación de los derechos fundamentales con ocasión de la actividad jurisdiccional (afectación de derechos fundamentales por providencias judiciales) es constitucionalmente admisible, solamente, cuando el juez haya determinado de manera previa la configuración de una de las causales de procedibilidad; es decir, una vez haya constatado la existencia de alguno de los seis eventos suficientemente reconocidos por la jurisprudencia: (i) defecto sustantivo, orgánico o procedimental; (ii) defecto fáctico; (iii) error inducido; (iv) decisión sin motivación, (v) desconocimiento del precedente y (vi) violación directa de la Constitución.”  (…)

“La jurisprudencia constitucional ha señalado que la acción de tutela contra providencias judiciales que resuelven incidentes de desacato o solicitudes de cumplimiento es procedente únicamente de manera excepcional. Para explicar el asunto la Corte ha establecido algunos requisitos formales y materiales que se deben tener presentes al momento de hacer el examen de procedencia.

Inicialmente y de manera genérica la Corte dijo que la acción de tutela procede contra incidentes de desacato o solicitudes de cumplimiento siempre que se cumplan los requisitos de procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, y por tanto, se constate una vulneración o una amenaza a los derechos fundamentales del sancionado. (…)

Por último, la carencia actual de objeto puede configurarse por el acaecimiento de una situación sobreviniente, en razón de la cual “la orden del/de la juez/a de tutela relativa a lo solicitado en la demanda de amparo no surta ningún efecto y por lo tanto quede en el vacío” [53]. Esta tiene lugar en los casos en los cuales, “por una modificación en los hechos que originaron la acción de tutela”, (i) el accionante “asumió la carga que no le correspondía”, (ii) “a raíz de dicha situación, perdió interés en el resultado de la Litis”, o (iii) la pretensión “fuera imposible de llevar a cabo”.
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ASUNTO:
Procede la Colegiatura a resolver lo que en derecho corresponda, con ocasión de la acción de tutela promovida por la señora DORA IBETH ECHEVERRY HINESTROZA en contra del JUZGADO SEGUNDO PENAL DEL CIRCUITO DE PEREIRA, por la presunta vulneración de su derecho fundamental al debido proceso.
ANTECEDENTES:
Manifestó la accionante que el Juzgado Segundo Penal del Circuito de esta ciudad, mediante sentencia del 8 de abril de 2005, concedió una solicitud de amparo constitucional deprecada por ella, y en virtud de esa decisión, le ordenó al Representante Legal del Patrimonio Autónomo de Remanentes Telecom en Liquidación PAR, Javier Alonso Lastra Fuscaldo, que le ofreciera el Plan de Pensión Anticipada, providencia que fue confirmada en segunda instancia por esta Colegiatura, la cual hizo tránsito a Cosa Juzgada.

En efecto, mediante oficio AGL-05-00899 el Apoderado General de Telecom en Liquidación, Javier Alonso Lastra Fuscaldo ofreció a la accionante el Plan de Pensión Anticipada tal como lo ordenaba el fallo de tutela, por lo que mediante oficio del 26 de abril de 2005, la señora Echeverry Hinestroza remitió al apoderado general de Telecom en Liquidación la aceptación al ofrecimiento y la modalidad de pensión ofertado, por 20 años en cargo de excepción.
Resalta la accionante que mediante Resolución No. 069 de 10 de mayo de 2005, el apoderado del PAR le negó la solicitud de inclusión al Plan de Pensión Anticipada, argumentando que no reunía los requisitos exigidos por la Empresa, decisión con la cual no se encuentra de acuerdo porque en su sentir sí cumple con los requisitos para ello, y fue por tal razón que se le concedió el amparo mediante de tutela, dado que según la fuente del Plan de Pensión Anticipada de la Empresa Nacional de Telecomunicaciones, plasmada en el acta 1782 de 2003 numeral 6.2 y su anexo 4, textualmente contempla que a quienes les faltara menos de 7 años para cumplir los 20 años de servicio en cargo de excepción, o 25 años de servicio en cargo ordinario, tendría el derecho a ser incluido en mencionado plan. 
Señaló también la actora que la Dra. Martha Lucy Cubillos Soto, quien fungía para esa fecha como Jefe de Asuntos Especiales de Telecom en Liquidación, mediante el oficio No. 017469 de mayo 13 de 2005 dirigido al Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira, informó sobre el cumplimiento del fallo del 08 de abril de 2005, aludiendo a la Resolución No. 069 de mayo 10 de 2005, pero esto es, según la accionante, una maniobra evasiva y no un verdadero cumplimiento del fallo, porque ello sólo ocurriría en caso de haber procedido a pensionar a la actora.
Para la fecha 16 de octubre de 2018, la señora Dora Ibeth solicitó por escrito al Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira que se diera apertura a un trámite incidental de desacato en contra de la señora Hilda Terán Calvache, Representante Legal del Patrimonio Autónomo de Remanentes PAR Telecom, por su incumplimiento al fallo de tutela proferido el día 08 de abril de 2005 mediante el cual se protegieron sus derechos fundamentales. 
Sin embargo, el Juzgado Segundo Penal del Circuito de esta ciudad, mediante oficio No. 2289 de octubre de 2018, resolvió no iniciar dicho incidente, argumentando que la accionada había cumplido la orden emitida.
Señala la accionante que tal decisión desconoce el sentido y alcance del fallo proferido por ese mismo juzgado, porque la orden de ofrecer el plan de pensión anticipada en igualdad de condiciones tenía como consecuencia lógica y necesaria el reconocimiento de la pensión.  
Manifiesta entonces la parte actora que Telecom hizo ver al Despacho que cumplió lo ordenado por el fallo, cuando realmente fue un cumplimiento formal simulado, al realizar un ofrecimiento que fue aceptado por ella, pero posteriormente negar el reconocimiento y pago de la pensión, por lo que dice la actora que el fallo sigue incumpliéndose.
PRETENSIONES:

Con base en los hechos anteriormente relacionados, la accionante solicitó que se tutelen sus derechos fundamentales a la igualdad, al acceso a la administración de justicia, en el componente del derecho al debido proceso, y en consecuencia de ello, se ordene al Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira iniciar el incidente de desacato en contra de la doctora Hilda Terán Calvache, quien es actualmente la apoderada legal del Patrimonio Autónomo de Remanentes de Telecom. 
TRÁMITE PROCESAL:
La presente acción de tutela se recibió en este Despacho el 23 de octubre del año avante, y por medio de auto del día siguiente se avocó su conocimiento en contra del Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira. Además, se ordenó la vinculación del Patrimonio Autónomo de Remanentes y Teleasociadas en Liquidación, a quien se le pidió que allegara de manera concomitante con su respuesta, copia de todas las gestiones administrativas adelantadas de forma posterior, y con ocasión del fallo de tutela proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira el 8 de abril de 2005, tales como: memoriales en que la aquí accionante hubiese reclamado el cumplimiento de la aludida acción tuitiva y las contestaciones que en ese sentido se le hubiesen suministrado, así como los actos administrativos en que se resolvió lo concerniente a su solicitud de pensión anticipada.
INTERVENCIONES:
Dentro del término de traslado se recepcionaron las siguientes contestaciones: 

PATRIMONIO AUTONOMO DE REMANENTES TELECOM Y TELEASOCIADOS EN LIQUIDACION - PAR: en primer lugar efectuó un contexto histórico de lo que fue el Plan de Pensión Anticipada PPA, como un procedimiento mediante el cual la extinta Telecom le ofrecía al trabajador los beneficios de un plan que les permitiera retirarse de la empresa a cambio recibir una bonificación mensual y otros beneficios complementarios por el tiempo que le hiciera falta para el cumplimiento de los requisitos de la pensión convencional.
En lo referente al caso de la señora Dora Ibeth Echeverry, aseguró que la extinta Empresa Nacional de Telecomunicaciones Telecom procedió a realizar el correspondiente estudio, y el mismo arrojo que ella no cumplía con los requisitos para acceder a la pensión reclamada.

En este punto insistió la encartada, que la orden judicial emanada en su momento por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Conocimiento de Pereira, consistía únicamente en que para cesar la vulneración del derecho a la igualdad se le hiciera el ofrecimiento del PPA a la señora Dora Ibeth Echeverry Hinestroza, ofrecimiento que se hizo, de tal manera, se sintetiza enfáticamente que en el asunto bajo estudio la entidad accionada cumplió la orden y por ende no es procedente dar trámite a incidente de desacato, pues la finalidad de este es hacer cumplir la orden impartida y en el presente asunto ya se ha cumplido.

Aunado a lo anterior, puso de presente que la entidad llamada a dar cumplimiento a las órdenes impartidas en la sentencia de tutela a la hora de ahora se encuentra extinta, y el vigente Patrimonio Autónomo de Remanentes no funge como sucesor o subrogatario de Telecom, ni mucho menos de las obligaciones adquiridas por dicha entidad. 
También manifestó que la acción de tutela en contra de providencias judiciales sólo procede de manera excepcional, pero la accionante además de enunciar una serie de derechos fundamentales, no acreditó la existencia de alguna vía de hecho para dar paso al estudio de fondo sobre el asunto. 
Finalmente, puntualizó que en el asunto propuesto por la accionante se evidencia un incumplimiento al principio de inmediatez como regla de procedibilidad de la acción de tutela. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA:
Competencia: 
La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017.

Problema jurídico:

El problema jurídico del presente asunto gira en torno a establecer si los derechos fundamentales de la señora Dora Ibeth Echeverry Hinestroza han sido vulnerados por parte del Juzgado Segundo Penal del Circuito de esta ciudad, al no haber adelantado incidente de desacato en contra del Patrimonio Autónomo de Remanentes PAR Telecom, por el supuesto incumplimiento al fallo de tutela proferido el día 08 de abril de 2005 por el mencionado Despacho.
Solución: 
El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal, específico y directo, tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica, cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación.

Es pertinente recordar que la acción constitucional tiene un propósito claro, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
; consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  

En el presente asunto, la acción constitucional va encaminada a atacar una decisión judicial por medio de la cual el Juzgado Segundo Penal del Circuito de esta Ciudad se abstuvo de dar inicio a un incidente de desacato en contra del Patrimonio Autónomo de Remanentes de Telecom, solicitado por la señora Dora Ibeth Echeverry. 
Teniendo claro cuándo, de manera genérica, procede la acción constitucional, se hace necesario entrar a aclarar cuándo ésta procede para atacar decisiones judiciales, para ello la jurisprudencia constitucional ha establecido una serie de requisitos conocidos como causales de procedibilidad especiales, sin los cuales la tutela contra sentencia judicial deviene en improcedente:

“(…) todo pronunciamiento de fondo por parte del juez de tutela respecto de la eventual afectación de los derechos fundamentales con ocasión de la actividad jurisdiccional (afectación de derechos fundamentales por providencias judiciales) es constitucionalmente admisible, solamente, cuando el juez haya determinado de manera previa la configuración de una de las causales de procedibilidad; es decir, una vez haya constatado la existencia de alguno de los seis eventos suficientemente reconocidos por la jurisprudencia: (i) defecto sustantivo, orgánico o procedimental; (ii) defecto fáctico; (iii) error inducido; (iv) decisión sin motivación, (v) desconocimiento del precedente y (vi) violación directa de la Constitución.” 

Con todo, y aun cuando la acción de tutela puede servir como mecanismo judicial excepcional para enderezar las actuaciones judiciales equivocadas, es necesario que las causales específicas de procedibilidad que se hubieren alegado en cada caso, se aprecien de manera que permita que la presunta juridicidad del pronunciamiento judicial objeto de cuestionamiento, sea fácilmente desvirtuable. Así, puede concluirse que no toda irregularidad procesal o diferencia interpretativa configura una vía de hecho.” 

Así mismo, esa Alta Corporación ha definido
 dichos defectos así: 
“7.1.- Defecto orgánico: ocurre cuando el funcionario judicial que profirió la sentencia impugnada carece, en forma absoluta, de competencia. 7.2.- Defecto procedimental absoluto: surge cuando el juez actuó totalmente al margen del procedimiento previsto por la ley. 7.3.- Defecto fáctico: se presenta cuando la decisión impugnada carece del apoyo probatorio que permita aplicar la norma en que se sustenta la decisión, o cuando se desconocen pruebas que afectarían el sentido del fallo. 7.4.- Defecto material o sustantivo: tiene lugar cuando la decisión se toma con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, cuando existe una contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la decisión, cuando se deja de aplicar una norma exigible para el caso o cuando se otorga a la norma jurídica un sentido que no tiene. 7.5.- El error inducido: acontece cuando la autoridad judicial fue objeto de engaños por parte de terceros, que la condujeron a adoptar una decisión que afecta derechos fundamentales. 7.6.- Decisión sin motivación: se presenta cuando la sentencia atacada carece de legitimación, debido a que el servidor judicial incumplió su obligación de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos que la soportan. 7.7.- Desconocimiento del precedente: se configura cuando por vía judicial se ha fijado un alcance sobre determinado tema, y el funcionario judicial, desconoce la regla jurisprudencial establecida. En estos eventos, la acción de tutela busca garantizar la eficacia jurídica del derecho fundamental a la igualdad. 7.8.- Violación directa de la Constitución que se deriva del principio de supremacía de la Constitución, el cual reconoce a la Carta Política como un supuesto plenamente vinculante y con fuerza normativa”. 
Puntualmente, en cuanto al tema de la procedencia de la acción de tutela en contra de providencias judiciales que resuelven incidentes de desacato, ha dicho
 el Órgano de Cierre en Materia Constitucional: 

“La jurisprudencia constitucional ha señalado que la acción de tutela contra providencias judiciales que resuelven incidentes de desacato o solicitudes de cumplimiento es procedente únicamente de manera excepcional. Para explicar el asunto la Corte ha establecido algunos requisitos formales y materiales que se deben tener presentes al momento de hacer el examen de procedencia.

Inicialmente y de manera genérica la Corte dijo que la acción de tutela procede contra incidentes de desacato o solicitudes de cumplimiento siempre que se cumplan los requisitos de procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, y por tanto, se constate una vulneración o una amenaza a los derechos fundamentales del sancionado.
La Corte también señaló que la procedencia excepcional de la tutela en estos eventos además obliga al juez a observar de forma estricta lo que tienen ver con posibles vulneraciones del derecho al debido proceso. Esto es, evaluar especialmente cómo actuó el operador judicial en relación con el cumplimiento de la orden proferida en la tutela inicial, si actuó bajo los postulados del derecho al debido proceso en relación con la valoración probatoria, el derecho de contradicción y defensa de las partes, y si la sanción impuesta, si fuere el caso, no resultó arbitraria. Adicionalmente la Corte reiteró la necesidad de que el peticionario logre evidenciar que no hay asuntos nuevos que pretende ventilar o pruebas que quiere allegar y que no hayan sido solicitadas por descuido durante el proceso ordinario, en la medida que la tutela no sirve como remedio procesal ante la negligencia del accionante.

En el caso que concita la atención de la Colegiatura, la accionante no especificó cuál sería la causal por la que presuntamente incurrió el Juzgado Segundo Penal del Circuito en una vía de hecho en la resolución de su asunto; no obstante, de acuerdo a los argumentos descritos por ella en su libelo petitorio, se podría pensar que está invocando un defecto material o sustantivo por existir una contradicción entre los fundamentos existentes y la decisión tomada.    

Antes de abordar el tema puntual, vale la pena recordar en primer lugar el umbral fáctico que dio origen a su queja, el cual radica en una sentencia de tutela proferida por el Juzgado demandado el día 8 de abril del año 2005 laudo mediante el cual, tras proteger el derecho fundamental a la igualdad de la señora Dora Ibeth, le impartió una serie de órdenes a la entonces Empresa de Telecomunicaciones Telecom en Liquidación, como solución para conjurar la transgresión hallada en esa oportunidad.  

A pesar de lo anterior, los Funcionarios de la entidad obligada que se encontraban llamados a desplegar las acciones para dar cumplimiento a la mencionada decisión, se mantuvieron, según dichos de la accionante, en estado de indiferencia frente a las órdenes impuestas, situación que la motivó a promover un incidente de desacato el pasado 16 de octubre de 2018 a efectos de hacer cumplir el laudo judicial. 

Sin embargo, el mencionado Despacho decidió abstenerse de dar inicio a la actuación abreviada reclamada por la accionante, al precisar no sólo que la entidad accionada había dado cumplimiento a lo ordenado en el aludido fallo, sino también que la accionante había incumplido con el requisito de inmediatez para formular su reclamo, dado que dejó transcurrir 13 años desde aquella decisión, sin haber desplegado ningún tipo de acción tendiente a obtener el cumplimiento de la misma. 
Atendiendo a los argumentos del Juzgado accionado para no dar inicio al trámite incidental de Desacato deprecado por la señora Dora Ibeth, esta Colegiatura debe advertir de manera anticipada que comparte tales planteamientos, y que contrario a lo sostenido por la accionante, esa Célula Judicial tiene razón al denegar la petición, por las siguientes razones: 
1) En primer lugar, debe tenerse en cuenta que la Empresa Nacional de Telecomunicaciones TELECOM, como principal obligada de acatar las disposiciones impartidas en la sentencia de tutela mediante la cual hace 13 años se había tutelado el derecho fundamental a la igualdad de la señora Dora Ibeth, se encuentra extinta desde el 31 de enero de 2016, fecha en la cual se declaró cerrado el proceso liquidatorio de dicha entidad, lo que se traduce no sólo en la desaparición de la vida jurídica de esa empresa, sino también en una imposibilidad material y jurídica de los funcionarios del actual Patrimonio Autónomo de Remanentes de esa entidad para atender a dicho asunto, dado que en dicho caso no operó el fenómeno de la sucesión procesal de que trata el artículo 68 del Código General del Proceso, sino que el PAR funge hoy por hoy de manera independiente como administrador de los “activos no afectos al servicio; la administración, conservación, custodia y transferencia de archivos; la atención de las obligaciones remanentes y contingentes, así como de los procesos judiciales o reclamaciones en curso al momento de la terminación del proceso liquidatorio”, ello, según los lineamientos del Decreto 1615 de 2003. 
Así las cosas, como la responsabilidad que da pie a la imposición de una sanción por desacato es netamente subjetiva, es claro que necesariamente recae como una especie de correctivo en contra de quien se encontraba llamado a obedecer la orden judicial, y no en contra de un tercero, como en este caso pretende la accionante. 
2) La sentencia de tutela mediante la cual se amparó el derecho fundamental a la igualdad de la señora Dora Ibeth señaló en su parte resolutiva un término perentorio para dar cumplimiento a lo allí ordenado, en otras palabras, planteó una orden de ejecución instantánea y no de tracto sucesivo, por lo que ante su no cumplimiento, debió la accionante promover en ese entonces la correspondiente solicitud para que se diera inicio al trámite de desacato, porque evidentemente el paso del tiempo debilitaría la presunción de su urgencia y necesidad por resolver el asunto; y es que si se accedió a lo pedido en sede de tutela fue porque para ese momento se consideró acreditada la inminencia y la necesidad de que el Juez de tutela interviniera, cosa que no puede predicarse de un asunto a cuyo reclamo se acude 13 años después sin que en ese interregno se hubiese desplegado ningún tipo de acción por parte de la accionante. 
Ello quiere decir, palabras más palabras menos, que feneció el manto protector ante sucesos o hechos sobrevinientes, como la extinción de la entidad, generando como resultado obvio una carencia de objeto por imposibilidad de acatar la aludida decisión, teoría que compagina con el principio de inmediatez al cual hizo alusión la Juez aquí accionada para no darle trámite al incidente de desacato promovido por la señora Dora Ibeth. 
La Corte Constitucional, se pronunció recientemente en la Sentencia T-107 de 2018 frente a las hipótesis de carencia de objeto, y haciendo referencia puntualmente al caso que nos concierne, que es el de la figura del “hecho sobreviniente” dijo:  
“53. La jurisprudencia constitucional ha identificado tres hipótesis en las cuales se configura el fenómeno de la carencia actual de objeto, a saber: (i) cuando existe un hecho superado, (ii) cuando se presenta un daño consumado y, (iii) cuando acaece una situación sobreviniente 

(…) 

Por último, la carencia actual de objeto puede configurarse por el acaecimiento de una situación sobreviniente, en razón de la cual “la orden del/de la juez/a de tutela relativa a lo solicitado en la demanda de amparo no surta ningún efecto y por lo tanto quede en el vacío”[53]. Esta tiene lugar en los casos en los cuales, “por una modificación en los hechos que originaron la acción de tutela”, (i) el accionante “asumió la carga que no le correspondía”, (ii) “a raíz de dicha situación, perdió interés en el resultado de la Litis”, o (iii) la pretensión “fuera imposible de llevar a cabo”.

59. Entonces, el hecho sobreviniente, a diferencia del hecho superado, no tiene origen en una actuación de la parte accionada dentro del trámite de tutela. En razón de ello, y según las circunstancias de cada caso, el juez constitucional puede pronunciarse de fondo cuando encuentre que existan “actuaciones a surtir, como la repetición por los costos asumidos o incluso, procesos disciplinarios a adelantar por la negligencia incurrida”.

60. De esta manera, cuando se encuentre probada alguna de estas circunstancias, el juez constitucional deberá proceder a declarar la carencia actual de objeto. De lo contrario, las decisiones y órdenes carecerían de sentido ante “la superación de los hechos que dieron lugar al recurso de amparo o ante la satisfacción de las pretensiones del actor”.

Lo dicho hasta ahora, nos lleva a concluir que efectivamente nos encontramos ante el fenómeno de la carencia de objeto por circunstancia sobreviniente, que se traduce, como ya se dijo, en la imposibilidad en cabeza del Juzgado demandado de llevar a cabo la pretensión, más puntualmente por la inexistencia actual de la entidad que en su momento debió acatar el laudo judicial, y ello se debe precisamente a la dejadez en que incurrió la accionante para activar el aparato judicial en busca de un cumplimiento a una decisión que hoy por hoy ha perdido su vigencia y se convirtió en nugatoria por no poder surtir efecto alguno.  
3) La señora Dora Ibeth Echeverry, con su narración de los hechos, está tergiversando los acontecimientos realmente ocurridos en su caso puntual, pues sucede que el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira mediante la sentencia de tutela proferida el 8 de abril del año 2005 le ordenó a la Empresa de Telecomunicaciones Telecom, textualmente que “dentro de los cuatro (4) días siguientes a la notificación de este fallo proceda a hacer a la actora de esta tutela el ofrecimiento del Plan de Pensión Anticipada conforme a las leyes aplicables del caso”; mírese que en ningún momento la orden estaba dirigida a que se otorgara en favor de la accionante un reconocimiento pensional, y en ese orden de ideas, es evidente que la aludida entidad, en efecto, dio cabal cumplimiento a las disposiciones de ese fallo en el momento en que mediante Oficio
 012451 del 14 de abril de 2005 le ofreció el plan de pensión anticipada, junto con un instructivo del PPA con el fin de que fuera ella quien informara en qué modalidad de pensión consideraba que debía ingresar al plan, para así, pasar a estudiar si cumplía o no con los requisitos para la pensión solicitada, entendiéndose con ello cumplida la orden judicial de la acción tuitiva.    

Teniendo en cuenta lo dicho hasta el momento, esta Corporación debe decir que no procederá a realizar un estudio más profundo del presente asunto, toda vez que como viene de decirse, a todas luces es evidente que no se superó el test de procedibilidad de la presente acción de tutela, y así se habrá de declarar.
DECISIÓN:

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,

RESUELVE:

PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE la solicitud de amparo constitucional invocada por la señora DORA IBETH ECHEVERRY HINESTROZA, conforme lo manifestado en la parte motiva de la presente providencia.

SEGUNDO: Se ordena notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. En caso de no ser objeto de recurso se ordena remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, Sentencia T-01 de 1992.


� Corte Constitucional, sentencia T-103 de 2010, M.P. Dr. Jorge Iván Palacio Palacio.


� Sentencia SU-241 de 2015


� Sentencia T-233/18


� Ver folio 128 del cuaderno de tutela 
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